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V I S T O S   
Se pronuncia la Sala sobre la impugnación interpuesta por el apoderado de los accionantes MAURICIO MATEUS RODRÍGUEZ  y GONZALO PULIDO ORDUY, contra el fallo de fecha 29 de noviembre de 2010 proferido por una Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Bogotá, con el cual negó el amparo para los derechos fundamentales que consideran conculcados por la Procuraduría General de la Nación.

ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN

Los ciudadanos MAURICIO MATEUS RODRÍGUEZ y GONZALO PULIDO ORDUY promovieron a través de apoderado demanda, en procura de amparo para los derechos fundamentales a elegir y ser elegido y a participar en el ejercicio y control del poder democrático.

Como sustento de la demanda refiere el apoderado, los accionantes  se encuentran legitimados para solicitar la protección por vía del mecanismo de protección excepcional, por cuanto en las pasadas elecciones del 14 de marzo ejercieron el derecho al sufragio favoreciendo con su voto a la entonces Senadora PIEDAD ESNEDA CÓRDOBA RUIZ, derecho que conforme a la jurisprudencia de la Corte Constitucional y en ejercicio de la democracia representativa y participativa, no se agota con ese simple acto, pues se extiende al ejercicio concreto del control activo del poder.

En ese sentido afirma, la decisión proferida por el Procurador General de la Nación que sancionó con destitución e inhabilidad a PIEDAD CÓRDOBA RUIZ, afecta también a los actores en el ejercicio de la participación y control del poder político, garantías que solo pueden reclamar mediante la tutela al no existir otro mecanismo de defensa al que puedan acudir, máxime cuando la Corte Constitucional ha destacado en sus decisiones la importancia de dicha garantía (sentencia T-1005 de 2006).

Agrega, el derecho a tener una representación efectiva en las corporaciones públicas constituye también una garantía política de carácter fundamental que se puede ver afectada si no se permite al pueblo que ejerza su soberanía por medio de sus representantes, resquebrajando también el derecho a elegir y ser elegido, máxime cuando la finalidad de ésta es la de poder integrar los cuerpos políticos por medio de la participación ciudadana a través del voto.

Precisa, en el fallo sancionatorio proferido contra la ex senadora se presentan plurales yerros que insalvablemente afectan el juicio de responsabilidad, dado que la valoración realizada de las diversas piezas probatorias adolece de graves inconsistencias que impedían tener certeza sobre la falta disciplinaria imputada, todo lo cual se erige como una trasgresión a sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa.

Finalmente advierte, el Procurador General de la Nación desbordó la competencia en materia de investigación disciplinaria, habida cuenta que omitió explicar el motivo por el cual asumió el conocimiento de la actuación, cuando en virtud de lo consagrado en el artículo 185 de la Constitución Política, no le correspondía asumir la investigación por tratarse de hechos que se entienden propios del cargo de elección popular.

En consideración a ello, demanda la protección para los derechos fundamentales invocados y solicita, se suspenda la ejecución y efectos de las decisiones por cuyo medio el Procurador General de la Nación sancionó con destitución e inhabilidad general por el término de 18 años, en el ejercicio del cargo como Senadora de la República, a la doctora PIEDAD ESNEDA CÓRDOBA RUIZ.

EL FALLO IMPUGNADO

El Tribunal de instancia, previo precisar que solo abordaría el tema que tiene que ver con la presunta vulneración de las garantías fundamentales de los accionantes, esto es, el derecho a elegir y ser elegido y a participar en el ejercicio y control del poder político,  negó el amparo solicitado, por cuanto no se observa la afectación endilgada y en cambio aparece que los peticionarios ejercieron su derecho al voto y conforme a su preferencia y convicciones eligieron, situación distinta y que escapa al ejercicio de dicha garantía, es el de la responsabilidad que asume el elegido por razón del ejercicio de sus funciones, tanto en el orden disciplinario como en el campo penal, o incluso en el político, responsabilidad en la que nada tienen que ver los electores, quienes además no quedarán sin representación  en el Congreso al punto que la ex senadora PIEDAD CÓRDOBA RUIZ ya fue reemplazada por un senador que pertenece al mismo partido político.
IMPUGNACIÓN

La apoderada de los accionantes impugna el fallo del Tribunal, por cuanto no se emitió pronunciamiento frente a la posibilidad que les asiste a sus representados de solicitar la suspensión y ejecución de la sanción que hoy afecta a la doctora PIEDAD CÓRDOBA RUIZ, entre tanto la justicia contenciosa administrativa resuelve de fondo el proceso, lo que dejaría inane su voluntad expresada en las urnas como expresión del derecho a elegir, porque el transcurso del tiempo vulnera su derecho de verse representados en el Congreso.

CONSIDERACIONES
De  acuerdo  con  lo  dispuesto  en el artículo 86 de la Carta Política, la 

tutela puede ser instaurada por cualquier persona que considere vulnerados o amenazados sus derechos fundamentales. De manera que no se requiere tener conocimientos de derecho y menos ser abogado, pues ni la Constitución ni la ley exigen calidad alguna para el sujeto activo de la acción.

El artículo 229 de la Carta Política dispone que toda persona tiene derecho a acceder a la administración de justicia y que la ley señalará los casos en los que podrá hacerlo sin la representación de abogado, estableciendo así de manera general que la representación en las acciones judiciales, incluida la acción de tutela, requieren el mencionado título profesional.

A su vez, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispone que la acción de tutela puede ser ejercida directamente por el titular del derecho fundamental vulnerado o amenazado, o por intermedio de apoderado.

Por tanto, para que una persona diversa al titular de los derechos fundamentales que se estiman conculcados se encuentre legitimada para interponer esta acción se requiere que esté debidamente habilitada por la ley, o que le haya sido otorgado poder para ello, siempre que ostente la calidad de abogado inscrito, o bien, que actúe como agente oficioso, caso en el cual le corresponde expresar las razones que motivan la imposibilidad del titular para proveer la defensa de sus derechos fundamentales.

Conforme a este derrotero, la agencia de derechos a favor de un tercero debe estar precedida de la sustentación o demostración
 que éste se encuentra verdaderamente imposibilitado para interponer la acción, es así como, a través de la jurisprudencia de la Corte Constitucional se han fijado los elementos normativos de la agencia oficiosa dentro de las siguientes condiciones:

 “(i) La manifestación del agente oficioso en el sentido de actuar como tal. (ii) La circunstancia real, que se desprenda del escrito de tutela ya por figurar expresamente o porque del contenido se pueda inferir consistente en que el titular del derecho fundamental no está en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa. (iii) La existencia de la agencia no implica una relación formalmente el agente y los agenciados titulares de los derechos (iv) La ratificación oportuna por parte del agenciado de los hechos y de las pretensiones consignados en el escrito de acción de tutela por el agente.”.

En el caso que concita la atención de la Sala, la violación de los derechos fundamentales a elegir y ser elegido y a participar en el ejercicio y control del poder democrático de los ciudadanos MAURICIO MATEUS RODRÍGUEZ y GONZALO PULIDO ORDUY,  se hace derivar de la decisión a través de la cual el Procurador General de la Nación sancionó con destitución e inhabilidad general por el término de 18 años en el ejercicio del cargo, a la Senadora de la República PIEDAD ESNEDA CÓRDOBA RUIZ.

Para dar sustento a la legitimidad por activa se advierte en la demanda, que la sanción impuesta a la ex senadora PIEDAD CÓRDOBA RUIZ afecta también a los actores en el ejercicio de la participación y control del poder político, en la medida que anula la voluntad expresada en las urnas como expresión del derecho a elegir, lo que de contera no les permite tener una representación efectiva en las corporaciones públicas.

Así, en orden a determinar si en el presente asunto se dan los presupuestos para admitir que los accionantes se encuentran legitimados para invocar el amparo constitucional en los términos reseñados, ha de precisarse que el derecho de elegir y ser elegido (artículo 40 C.P.) se integra a los principios democráticos que fundamentan   nuestro   ordenamiento   superior   y   forma   parte   del 

conjunto de garantías fundamentales de la persona.

Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado también que el desarrollo del principio democrático abarca múltiples ámbitos sociales que desbordan el electoral y entre los que se hallan, a modo de enunciación,  la educación, la participación ambiental, la vida económica y el control político.

Pero además se ha indicado que en la medida que ese derecho es expresión del concepto de democracia participativa, más amplio y moderno que el de la democracia representativa, el voto ciudadano cobra una especial importancia y dimensión, como manifestación de la libertad individual y facultad de acceder a los medios logísticos e informativos necesarios para participar en la elección de los gobernantes, es así que la Corte Constitucional destacó
:

 “Igualmente se expresó que el derecho de elegir y ser elegido no puede interpretarse de manera aislada del conjunto de mecanismos de participación y control previstos en la propia Constitución y en la ley, pues su ejercicio precisa igualmente de formas y condiciones previamente establecidas en la Constitución y la ley (inscripción, fechas de escrutinios, uso de la tarjeta electoral, forma de presentar reclamaciones, mecanismos de control judicial, etc.), que deben ser observadas tanto por los ciudadanos en general, como por quienes aspiran a ser elegidos.[4] 
Se aclaró especialmente que una de las manifestaciones constitucionales del derecho de todo ciudadano de participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, es, precisamente, la facultad de “interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley” (art.40 num. 6 C.P.), que en materia electoral se concreta en los artículos 215 y siguientes del Código Contencioso Administrativo, por medio de los cuales se establece un procedimiento judicial para el control de los actos de elección y nombramiento”.

Bajo ese contexto, aunque no se desconoce que el derecho a elegir y ser elegido consagrado en el artículo 40 de la Constitución Política constituye una de las manifestaciones constitucionales de todo ciudadano de participar en la conformación, ejercicio y control del poder político, y por tanto puede ser objeto de protección por vía del mecanismo excepcional de la tutela, no puede así concluirse que en los términos que se ha formulado la presente demanda, se esté frente a una actuación que involucre dicha garantía en cabeza de los accionantes, como que, los cuestionamientos contenidos en el libelo se dirigen a reprobar y dejar sin efecto la decisión que definió el proceso disciplinario adelantado por el Procurador General de la Nación contra la senadora PIEDAD CÓRDOBA RUIZ, lo cual deja al descubierto que lo cuestionado realmente es el sentido de tal determinación y en esa medida lo que se pretende a través de la acción es que el Juez de tutela ampare el debido proceso que los demandantes consideran trasgredido respecto de la ex congresista, derecho del cual solo es titular la disciplinada, quien hasta donde se sabe no está imposibilitada para asumir su propia defensa. 

Siendo ello así, se concluye que los accionantes carecen de legitimidad para realizar esta clase de cuestionamientos, pues según viene de verse, la queja constitucional en forma alguna plantea una actuación u omisión que pueda considerarse como una trasgresión o amenaza para el derecho fundamental a elegir y ser elegido en cualquiera de sus manifestaciones, a partir del cual se le otorga la facultad a todo ciudadano para que actúe,  bien en defensa del interés general y de la pureza del sufragio, ora para buscar la protección de su interés particular como partido o candidato no elegido, y en cambio aparece que el objeto de la demanda se contrae a una actuación que ninguna relación guarda con las garantías les asiste a los actores en su condición de electores. 

Para la Sala, entonces, es claro que no aparece acreditada la legitimidad de quien invoca el amparo y, por tanto, lo viable era rechazar la acción.

En tal virtud, se impone decretar la nulidad desde el proveído que admitió a trámite la demanda y proceder conforme a lo señalado en párrafo anterior.

Así, entonces, la Sala rechazará el escrito y en consecuencia, se ordenará su devolución a los peticionarios, advirtiéndole que contra esta determinación, por no tratarse de una sentencia, no procede recurso alguno.

En mérito de lo expuesto, la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACION PENAL, SALA SEGUNDA DE DECISIÓN DE TUTELAS, 

R E S U E L V E :
<
1.- Decretar la nulidad de lo actuado a partir del auto proferido el 16 de noviembre de 2010, inclusive, mediante el cual se aprehendió el conocimiento de la tutela.

2.- Rechazar la demanda de tutela promovida a través de apoderados por los ciudadanos MAURICIO MATEUS RODRÍGUEZ  y GONZALO PULIDO ORDUY, por falta de legitimidad.

3.- Devuélvase la demanda de tutela, junto con sus anexos, a la peticionaria y, comuníquese esta decisión a los interesados.

4.- Contra esta determinación no procede recurso alguno.

Cúmplase.

JORGE LUIS QUINTERO MILANÉS

FERNANDO ALBERTO CASTRO CABALLERO

MARÍA DEL ROSARIO GONZÁLEZ DE LEMOS

TERESA RUIZ NÙÑEZ

Secretaria
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